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RENFE

ANUNCIO de Renfe-Operadora, por el que se
comunica la l icitación del expediente núm.
2.5/8005.0208/9-00000. (PP. 4227/2005).

Objeto: Contratación de locales en régimen de arrenda-
miento en las estaciones de Utrera, Dos Hermanas, La Rin-
conada, Lora del Río y Cazalla de la Sierra, del núcleo de
cercanías de Sevilla.

Procedimiento de adjudicación: Negociado.
Organismo de contratación: Gerencia de Cercanías de

Andalucía (Jefatura de Administración), Avda. Kansas City,
s/n. «Estación de Santa Justa», 41007, Sevilla.

Duración del contrato: Cuatro (4) años.
Importe de la licitación: A indicar por los oferentes.
Fianza provisional: 300,00 E.

Disponibilidad de la documentación: El Pliego de Con-
diciones Particulares y Anexos correspondientes a este Pro-
cedimiento Negociado estarán a disposición de los interesados
en el Organismo de Contratación, en la dirección anteriormente
indicada (teléfono de contacto: 954 485 373).

Fecha límite de recepción de ofertas: Se entregarán en
mano antes de las 12,00 horas del día 12 de diciembre de
2005.

Requisitos que deben cumplir los interesados: Los expli-
citados en el Pliego de Condiciones Particulares.

Pago del presente anuncio: Los gastos de publicación
del presente anuncio serán con cargo al adjudicatario o
adjudicatarios.

Sevilla, 1 de noviembre de 2005.- El Gerente de Cercanías
de Andalucía, José Lucena Prieto.

5.2. Otros anuncios

CONSEJERIA DE GOBERNACION

RESOLUCION de 21 de octubre de 2005, de la
Delegación del Gobierno de Córdoba, por la que se
expiden anuncios oficiales de actos administrativos
relativos a procedimientos sancionadores en materia
de Consumo.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 59.4
y 61 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, por el presente
anuncio se notifica a los interesados que se relacionan los
siguientes actos administrativos, para cuyo conocimiento ínte-
gro podrán comparecer en las dependencias del Servicio de
Consumo, situado en la planta baja del Edificio de Servicios
Múltiples, C/ Tomás de Aquino, s/n, de Córdoba, de lunes
a viernes, de 9,00 a 14,00 horas.

Interesada: María Angeles Budia Orcera.
Expediente: CO-103/2005.
Ultimo domicilio conocido: Polígono Industrial de Chinales,
parcela 9, de Córdoba.
Infracción: Una leve.
Sanción: 2.601 euros.
Acto notificado: Acuerdo de Iniciación.
Plazo de alegaciones: Diez días.

Córdoba, 21 de octubre de 2005.- El Delegado del Gobierno,
Antonio Márquez Moreno.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Rafael del Rey
González, contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Córdoba recaída en el expediente
CO-115/03-EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Rafael del Rey González de la resolución

adoptada por el Secretario General Técnico al recurso admi-
nistrativo interpuesto, contra la dictada por el Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a 1 de agosto de 2005.

Visto el recurso interpuesto y sobre la base de los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Como consecuencia de denuncia formulada por
miembros de la Unidad de Policía adscrita a la Comunidad
Autónoma, por la Delegación del Gobierno de la Junta de
Andalucía en Córdoba se requirió a don Rafael del Rey Gon-
zález, como titular del establecimiento público denominado
“Bar Caballo Blanco”, sito en calle María Cristina, núm. 6,
de Córdoba, a fin de que aportase certificación acreditativa
de la revisión anual de los extintores instalados en el local,
licencia municipal de apertura y póliza y recibo de la prima
del seguro obligatorio de responsabilidad civil establecido en
la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, de Espectáculos Públicos
y Actividades Recreativas de Andalucía, documentos todos
ellos que no fueron presentados en el momento de la
inspección.

Al no cumplimentarse el requerimiento formulado, con
fecha 15 de julio de 2003, a propuesta de la Inspección de
Juegos y Espectáculos Públicos, se dictó acuerdo de iniciación
de expediente sancionador contra el Sr. Del Rey González.

Segundo. Tramitado el expediente en legal forma, con
fecha 9 de marzo de 2004, el Sr. Delegado del Gobierno
de la Junta de Andalucía dictó resolución por la que se acor-
daba la imposición de sanciones consistentes en multas por
un importe total de treinta y un mil ochocientos cincuenta
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y un euros con sesenta y un céntimos (31.851,61), con el
siguiente desglose:

- Multa de 1.500 euros por la infracción calificada como
grave y tipificada en el artículo 20.1, en relación con el 19.1
de la Ley 13/1999, consistente en “la apertura o funciona-
miento de establecimientos públicos... destinados a la cele-
bración de espectáculos públicos o actividades recreativas...
careciendo de las correspondientes licencias o autorizacio-
nes...”, al no haberse aportado la licencia municipal de
apertura.

- Multa de 301 euros por la comisión de la infracción
calificada como grave y tipificada en el artículo 20.3 de la
citada disposición legal consistente en “el cumplimiento defec-
tuoso o parcial o el mantenimiento inadecuado, bien de las
condiciones de seguridad y salubridad...”, por no haberse acre-
ditado las preceptivas revisiones de los extintores del esta-
blecimiento.

- Multa de 30.050.61 céntimos como responsable de
una infracción muy grave tipificada en el artículo 19.12 de
la misma Ley consistente en “la carencia por falta de vigencia
del contrato de seguro colectivo de accidentes, en los términos
normativamente exigidos”, al no aportarse la póliza corres-
pondiente.

Tercero. Notificada dicha Resolución al interesado, inter-
pone recurso de alzada en tiempo y forma, formulando las
alegaciones que se dan por reproducidas en aras del principio
de eficacia administrativa.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

La Consejera de Gobernación es competente para resolver
los recursos de alzada interpuestos contra las resoluciones
de los Delegados del Gobierno de la Junta de Andalucía, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 39.8 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, del Gobierno y la Administración de la Comu-
nidad Autónoma.

Por Orden de 30 de junio de 2004, y de acuerdo con
lo previsto en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común (en adelante,
LRJAP-PAC), esta competencia de resolución de recursos
administrativos ha sido delegada en la Secretaría General
Técnica.

I I

Para la resolución del presente recurso es preciso llevar
a cabo diversas consideraciones:

La primera de ellas es la circunstancia de que, durante
la tramitación del expediente, no se han efectuado alegaciones
por parte del interesado, ni se ha aportado documento alguno
que contradiga la imputación de infracciones a la normativa
de espectáculos públicos y actividades recreativas por las cua-
les se le sanciona. Ambas actuaciones se hacen únicamente
en vía de recurso, aportando fotocopias simples de los docu-
mentos que le fueron solicitados. Teniendo en cuenta la fecha
que figura en ellos, algunos hubiesen podido ser aportados
en el transcurso del procedimiento, por lo que, al amparo
del artículo 112 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre,
del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del
Procedimiento Administrativo Común (en adelante, LRJAP y
PAC), podrían no admitirse. No obstante y, en aplicación del
principio establecido en el artículo 35.i) de esta misma dis-
posición legal, se tienen en cuenta a efectos de considerar
la comisión de la infracción y, en su caso, su grado.

Por lo que respecta a la licencia de apertura de esta-
blecimiento, se aporta copia de la expedida por el Ayunta-
miento de Córdoba en la que se autoriza al recurrente para
su apertura para la actividad de bar, entendiéndose con ello
que no se dan las circunstancias contempladas en el artícu-
lo 20.1 de la Ley 13/1999, de 15 de diciembre, que considera
infracción grave la apertura de un establecimiento sin licencia
sancionado en la resolución impugnada con multa de 1.500
euros.

Sí debe mantenerse la sanción de multa por la infracción
de carácter grave contemplada en el artículo 20.3 de la Ley
13/1999, puesto que ha quedado acreditado que los extintores
no habían pasado la preceptiva revisión desde el año 1993.
Se ha aportado copia de la factura de compra de extintores
de fecha 11 de febrero de 2004, cuando ya el procedimiento
sancionador estaba prácticamente concluido, por lo que lo
cierto es que, en el momento de la inspección, dicha condición
de seguridad no se cumplía.

Se ha presentado copia de la póliza de seguro obligatorio
de responsabilidad civil con vigencia desde el día 15 de julio
de 2003, aunque su límite no cubre las cantidades estable-
cidas en la Disposición Transitoria Primera de la Ley 13/1999.
Puesto que la tipificación de infracción muy grave que recoge
el apartado 12 del artículo 19 de la Ley 13/1999 se refiere
a “la carencia o falta de vigencia del contrato de seguro colectivo
de accidentes, en los términos normativamente exigidos”,
habría, en realidad, inadecuación al mandato legal contenido
en la citada Disposición Transitoria Primera, por lo que parece
conveniente atemperar la sanción impuesta de conformidad
con lo previsto en el artículo 26 de la misma Ley.

Sí hay que apreciar, en cambio, la infracción de carácter
leve cometida por don Rafael del Rey González, consistente
en la falta de contestación al requerimiento efectuado por la
Administración, en orden a comprobar el cumplimiento de
las exigencias legales con respecto al establecimiento público
del que es titular y tipificada en el artículo 21.6 en relación
con el 11 de la Ley 13/1999.

Por todo ello, vistos los preceptos legales citados y demás
de general aplicación

R E S U E L V O

Estimar en parte el recurso interpuesto por don Rafael
del Rey González contra la resolución del Sr. Delegado del
Gobierno de la Junta de Andalucía en Córdoba, de fecha 9
de marzo de 2004, recaída en expediente sancionador
CO-115/2003-EP, acordando la imposición de sanciones de
multas por importe total de tres mil cuatrocientos cincuenta
(3.450) euros, con el desglose por las infracciones y en las
cuantías que a continuación se detallan:

Multa por importe de trescientos (300) euros, como res-
ponsable de una infracción grave tipificada en el artícu-
lo 20.3 de la Ley 13/1999, de 15 de diciembre.

Multa por importe de tres mil (3.000) euros, como res-
ponsable de una infracción calificada de muy grave y tipificada
en el artículo 19.12 de la misma disposición legal.

Multa por importe de ciento cincuenta (150) euros, como
responsable de una infracción calificada y tipificada como leve
en el artículo 21.6, en relación con el 11, de la propia Ley.

Notifíquese la presente Resolución al interesado con indi-
cación de los recursos que caben contra ella. El Secretario
General Técnico. Fdo. Rafael Cantueso Burguillos.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
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con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de
13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.

Sevilla, 19 de septiembre de 2005.- El Jefe del Servicio,
Manuel Núñez Gómez.

ANUNCIO del Servicio de Legislación de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la reso-
lución adoptada por el Secretario General Técnico al
recurso de alzada interpuesto por don Francisco Ortega
Giménez contra otra dictada por el Delegado del
Gobierno en Málaga recaída en el expediente 58/04.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de
la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, e intentada sin efecto la notificación personal
al recurrente don Francisco Ortega Giménez de la resolución
adoptada por el Secretario General Técnico al recurso admi-
nistrativo interpuesto contra la dictada por el Delegado de
Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga, por la presente
se procede a hacer pública la misma, al no haberse podido
practicar en su domicilio, reproduciéndose a continuación el
texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla),
pudiendo acceder al mismo previa acreditación de su iden-
tidad.

«En Sevilla, a 25 de agosto de 2005.

Visto el recurso interpuesto y con fundamento en los
siguientes:

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 19 de octubre de 2004, el Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga
dictó Resolución por la que se impuso a don Francisco Ortega
Giménez, con DNI/NIF: 24901570-E, una sanción económica
por un importe de trescientos euros (300 E), al considerar
probada la infracción administrativa prevista en los artícu-
los 34.8 y 35 Ley 26/84, de 19 de julio, General de Con-
sumidores y Usuarios, y artículo 5.1 del Real Decreto 1945/83,
de 22 de junio, calificándose como falta leve de acuerdo con
los artículos 35 y 36.1 de la Ley 26/84, de 19 de julio,
y artículo 6 del Real Decreto 1945/83, de 22 de junio.

Segundo. En la referida Resolución se declararon como
hechos probados que, de la documentación aportada con la
hoja de reclamación núm. 29000/003960/03/R, formulada
por un usuario del servicio que presta el recurrente en el esta-
blecimiento de su titularidad denominado Electrónica Carrasco,
sita en calle Puerta del Mar, núm. 6, de la localidad de Málaga,
durante la tramitación de la misma, se requirió al recurrente,
mediante escrito notificado el día 16 de septiembre de 2003,
para que en el plazo de diez días hábiles presentara en la
Administración copia de contestación de los hechos reclama-
dos, sin que la titularidad del establecimiento contestara a
dicho requerimiento en los plazos conferidos al efecto.

Tercero. Notificada la resolución sancionadora, el san-
cionado ha interpuesto recurso de alzada en plazo contra la
referida sanción, solicitando la anulación de la misma, y basa-
do resumidamente en los siguientes motivos que se recogen
en el escrito de recurso y que no se reproducen por constar
en el expediente: Indefensión al notificar el plazo de alega-
ciones y de trámite de audiencia mediante anuncios en BOJA

a pesar que el establecimiento está perfectamente identificado
en su domicilio.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero. A tenor de lo dispuesto en el art. 114.1 de la
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis-
trativo Común, el art. 39.8 de la Ley 6/1983, de 21 de julio,
del Gobierno y la Administración de la Comunidad Autónoma,
el art. 13 del Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril,
sobre reestructuración de Consejerías, y el Decreto 199/2004,
de 11 de mayo, por el que se aprueba la Estructura Orgánica
de la Consejería de Gobernación, resulta competente para la
resolución del presente recurso de alzada la Excma. Sra. Con-
sejera de Gobernación. Actualmente, de acuerdo con la Orden
de la Consejería de Gobernación de 30 de junio de 2004,
dicha competencia se encuentra delegada en el Secretario
General Técnico (art. 4.3.a).

Segundo. El recurso no puede ser estimado. En el expe-
diente resulta acreditado que se intentó la notificación de los
actos de trámite que integran el procedimiento sancionador
en el domicilio del interesado, resultando infructuosos los inten-
tos en este sentido, consta incluso en el acuse de recibo devuel-
to que se dejó aviso de llegada en el buzón del mismo con
ocasión del trámite de audiencia y vista del expediente. En
este sentido no olvidemos que lo que se sanciona no es haber,
o no, contestado al consumidor en plazo a su Reclamación,
ni siquiera haber satisfecho o no la pretensión del consumidor
sino no haber atendido el requerimiento formal de la Admi-
nistración precisamente para que ésta pueda comprobarlo no
estando en manos de la empresa elegir el momento del cum-
plimiento de los requerimientos de la Administración sino en
el plazo concedido al efecto. Consta, según el aviso de recibo
del requerimiento que el mismo se rechazó por la empresa,
y que fueron dos los intentos fallidos de entregarlo, sin que
sea imputable a la Administración el tratamiento que la empre-
sa haga de las notificaciones que reciba de las Administra-
ciones Públicas ni del cauce que sigue para ello. En con-
secuencia, las publicaciones en BOJA se han hecho conforme
con lo previsto legalmente.

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás nor-
mas de general y especial aplicación

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Fran-
cisco Ortega Giménez, con DNI/NIF: 24901570-E, contra la
Resolución de fecha 19 de octubre de 2004 del Ilmo. Sr.
Delegado del Gobierno de la Junta de Andalucía en Málaga
recaída en el procedimiento sancionador núm. 58/04/P, y en
consecuencia mantener la sanción impuesta por importe de
trescientos euros (300 E).

Notifíquese al interesado con indicación de los recursos
que procedan. El Secretario General Técnico (Por Decre-
to 199/2004). La Directora General de Consumo, Fdo. Isabel
María Cumbrera Guil.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía admi-
nistrativa, se podrá interponer recurso contencioso-adminis-
trativo en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente
al de su notificación o publicación, ante los correspondientes
órganos judiciales de este orden, todo ello de conformidad
con lo dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/1998, de


